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			I
De Sanhattan a las Islas Vírgenes Británicas

			Su cabello, alguna vez negro, lucía completamente blanco, sus lentes ópticos parecían sostenerse apenas entre los ojos y la nariz, y su voz sonaba como la de un locutor radial, claro e intencionado. Al principio, no quería ser él y buscó y consultó nombres la semana anterior. Había que encontrar a un orador locuaz, que sostuviera una intervención intensa, relevante y particularmente larga. Pero nadie se atrevió. Jaime Naranjo, enfrentado quizás a la historia, decidió el día previo tomar ese fierro caliente y hacerse cargo de defender la Acusación Constitucional (AC) en contra del entonces presidente Sebastián Piñera Echenique, en unos de los hechos políticos más notables e hilarantes que ha vivido el país en los últimos años.

			“Un parlamentario o parlamentaria puede estar hablando cuarenta y ocho o setenta y dos horas hasta que los enfermos caminen”, dijo antes de entrar al Congreso. “Si es por acusar a Piñera, puedo estar hablando un mes”.

			Naranjo, diputado y militante del Partido Socialista (PS) desde inicios de los noventa, solo proveído de pasas y agua, habló el lunes 8 de noviembre de 2021 ante la Cámara de Diputadas y Diputados y la expectación de medio Chile, por casi quince horas, apoyado por un documento de más de mil trescientas páginas. Se levantó solo dos veces al baño y Juan Luis Castro, un diputado que también es médico, controló su estado de salud varias veces. Su discurso, a ratos intenso y épico; y en otros, aburrido y reiterativo, comenzó duro contra Piñera, justificando el proceso de destitución del mandatario:

			La familia del actual presidente de la República, Sebastián Piñera, en el año 2010 pactó la millonaria venta del proyecto minero Dominga con su mejor amigo, don Carlos Alberto Délano. Como es de público conocimiento hoy en día, y no en aquella fecha, esa operación se hizo en las Islas Vírgenes Británicas. Además, quedó al descubierto, lo que tampoco supimos en su momento, que el último pago quedaba condicionado a que no existieran cambios regulatorios que obstaculizaran la instalación de la mina y su puerto.

			Que la operación de compra y venta del proyecto minero Dominga —por parte de la familia presidencial al mejor amigo de Piñera— se haya realizado en un paraíso fiscal, y que además estuviera condicionada a no realizar cambios regulatorios en la zona donde se instalaría el proyecto, fue mencionado en un artículo de los autores en BioBioChile en agosto de 20171, y también formó parte de la carpeta investigativa de Manuel Guerra, entonces jefe de la Fiscalía Oriente, cuando el caso se judicializó ese mismo año.

			Pero no fue hasta octubre de 2021, cuando Ciper y LaBot publicaron un artículo2 con nuevos antecedentes, apoyados en las revelaciones de Pandora Papers, un proyecto del Consorcio Internacional de Periodistas de Investigación (ICIJ, por su nombre en inglés), que el caso volvió a resurgir, abriendo una nueva arista penal y el proceso de destitución en contra de Piñera por el que Naranjo tuvo que hablar casi un día entero.

			La larga argumentación del diputado socialista no tenía como objetivo sumar nuevos antecedentes al impeachment; en realidad, su discurso, que se prolongó desde las 10:30 hasta las 01.30 del día siguiente, era más bien para hacer tiempo y lograr el cuórum necesario para aprobar la acusación contra Piñera. Y la razón era simple y conocida por todo el país: el entonces diputado Giorgio Jackson, hoy ministro secretario general de la Presidencia (Segpres) del Gobierno de Gabriel Boric, estaba en cuarentena hasta las doce de la noche de ese lunes 8 de noviembre por haber sido contacto estrecho del mismo Boric, quien por esos días estuvo contagiado de covid-19.

			Jackson, unos minutos después de la medianoche y ya liberado de la cuarentena, subió a su automóvil en Santiago, encendió una cámara y comenzó un recorrido desde la capital hasta Valparaíso, donde se ubica la sede del Poder Legislativo. Jackson condujo durante una hora y media, seguido por vehículos de prensa que despachaban en vivo, mientras él hacía su propio reality a través de Instagram:

			Transmitiendo en vivo. Hola a todos y todas, cómo están, estamos ya camino a Valparaíso, son las doce diez y estamos ya en la Costanera. Sé que hay mucha expectación. Esto pudo haber sido evitado. Incluso hay canales que van al lado con cámaras, lo cual es bastante invasivo. Pero era importante poder, una vez cumplida la cuarentena, ir a cumplir este deber de ir a votar la acusación (...) Voy flanqueado por dos autos con cámara. No se siente muy tranquila la situación. Creo que hay un poco de morbo en toda esta situación, pero nada, vamos a tratar de manejar seguro, llegar bien, llegar tranquilos, para poder votar.

			La expectación mediática y política en el Congreso era alta y todo el mundo esperaba que llegara Jackson. Cuando lo hizo, a eso de las 01:30 y con Naranjo ya finalizando sus quince horas de argumentación, aún faltaba que Jorge Gálvez, el abogado defensor de Piñera, hablara. Lo hizo por otras cinco horas, concretando así veinte horas entre ambos discursos. Tras ello, los parlamentarios votaron y aprobaron por 78 votos a favor, 67 en contra y 3 abstenciones, la destitución del presidente.

			El objetivo de la oposición había sido logrado. Ahora el tema debía revisarlo el Senado, en calidad de jurado.

			* * *

			No era la primera vez que Sebastián Piñera enfrentaba un proceso de destitución en su segundo mandato. Ya en noviembre de 2019 había sorteado con éxito una acusación constitucional casi inédita, cuyo único antecedente se produjo más de medio siglo antes, en 1956, cuando Carlos Ibáñez del Campo fue sometido a un proceso similar, el cual tampoco prosperó.

			La de 2019 tenía que ver con su responsabilidad política en las violaciones a los derechos humanos que cometieron agentes del Estado al reprimir las protestas derivadas del estallido social de octubre de ese mismo año. El Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) del país, junto a las víctimas, presentaron más de cien querellas, contabilizando en 173 los casos de personas que sufrieron heridas oculares, o derechamente perdieron un ojo3. Otras organizaciones de derechos humanos, sin embargo, han cifrado en 460 las víctimas oculares, además de 33 personas muertas en diversas circunstancias.

			El primer impeachment contra Piñera, sin embargo, fue rechazado por la Cámara de Diputadas y Diputados, aunque por estrecho margen. La acusación aprobada en noviembre de 2021, en tanto, era totalmente nueva y se sostenía en un tema completamente distinto, pero que lo ha perseguido toda su vida política: los conflictos de interés entre sus decisiones como autoridad pública y sus actividades empresariales privadas o las de su familia.

			El libelo de noventa y nueve páginas que se presentó para acusarlo dice:

			El presidente de la República ha incurrido en la conducta, que hace procedente la causal jurídico constitucional contemplada en el artículo 52, Nº 2, letra a) de la Carta Fundamental que hace procedente la Acusación Constitucional, al comprometer gravemente el honor de la nación al incumplir las obligaciones jurídicas internacionales, derivadas de las propias actividades estatales con la finalidad de suscribir el Tratado de Escazú, el que fue desestimado por el Presidente acusado, como una manifestación del estatus intocable en regulación ambiental para favorecer al proyecto Dominga, y adicionalmente las reglas de la Convención Interamericana contra la corrupción, en materia de prevención de conflictos de interés y la omisión de ciertas actuaciones propias del cargo, pues se han incumplido deberes internacionales, como asimismo, la desoladora imagen del país, y específicamente su primera magistratura.

			En concreto, la oposición acusaba a Piñera, de acuerdo con el mismo libelo, de favorecer a Dominga al no firmar el tratado internacional en materia medioambiental: “La adopción por parte de Chile del Acuerdo de Escazú hace inviable la realización del proyecto minero Dominga, y en consecuencia produce que la condición contractual de la que depende el pago de la última cuota del contrato de compraventa de la misma falle. De lo anterior puede desprenderse que existe un evidente conflicto de interés”.

			Los conflictos de interés de funcionarios públicos como el presidente de la República están regulados por varias normas y leyes que fueron invocadas en el proceso. Entre ellas, está el artículo 8 de la Constitución, el cual establece “que el ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones”; y la Ley Nº 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, del año 2014, situación que en el caso de Dominga se dio, como se verá más adelante.

			También fue citada la Ley 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, cuerpo legal que comenzó a regir en 2016, seis años después de que se concretara el negocio entre la familia presidencial y las sociedades de Carlos Délano, en Islas Vírgenes Británicas.

			En todo caso, este último cuerpo legal es claro en establecer que “existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias”.

			Piñera ha vivido toda su vida política, precisamente, caminando por la cornisa de los conflictos de interés. Antes y después de dicha norma. Uno de los episodios que mejor grafica esta situación fue, de hecho, en su segundo mandato, cuando en abril de 2019 una investigación de Interferencia4 dio a conocer que llevó a dos de sus hijos, Cristóbal y Sebastián, de gira presidencial a China.

			En ese país ambos participaron de reuniones con líderes de empresas de tecnología, rubro al que, a esa fecha al menos, ambos hermanos pertenecían a través de Kauai Labs SpA, una empresa dedicada a la robótica y cuya fecha de creación fue el 25 de marzo de ese mismo año, y de Hopin Chile, en el caso de Cristóbal, empresa de tecnología que ha firmado suculentos contratos con el Estado.

			A Piñera también se le ha acusado de nepotismo. Primero, por nombrar a Andrés Chadwick, su primo, como ministro del Interior; y luego, por designar a su hermano Pablo “Polo” Piñera como embajador en Argentina. El primer nombramiento lo sorteó, pues Chadwick es un viejo político que tiene su propio peso, pero con su hermano no tuvo la misma suerte y a los pocos días tuvo que desistir. El Polo Piñera, en todo caso, no solo es el hermano del expresidente y su frustrado embajador; también ha sido director de varias de sus empresas durante décadas.

			Todos estos argumentos, entre otros que esbozó el libelo que fue aprobado por diputadas y diputados, no fueron suficientes para que el Senado estimara que Piñera debía dejar el poder. Se necesitaban 29 votos y la oposición entera se alineó, logrando 24 que no fueron suficientes para destituirlo. El caso político estaba cerrado, pero uno no menos relevante seguía su curso por vía penal.

			El 8 de octubre de 2021, antes que presentara y votara el impeachment contra Piñera, el Ministerio Público abrió su propia investigación contra el entonces mandatario.

			“El fiscal nacional Jorge Abbott con fecha de hoy, 8 de octubre, ha decidido abrir de oficio una investigación penal por los hechos asociados a la compraventa de la minera Dominga que estuvo vinculada a la familia del presidente de la República”, dijo ese día Marta Herrera, jefa de la Unidad Anticorrupción de la Fiscalía Nacional. “El fiscal nacional ha tomado esta decisión atendido a que los antecedentes podrían revestir caracteres de delito de cohecho, con su correlato de soborno, eventuales delitos tributarios, materias que en definitiva serán todas objeto de una investigación que, por decisión del fiscal nacional, atendida la complejidad y gravedad de los hechos, estará a cargo de la fiscal regional de Valparaíso Claudia Perivancich”.

			La penal es una historia que se sigue escribiendo y que, como se verá al final de este libro, puede tener serias consecuencias para la ex familia presidencial.

			* * *

			Cuando Sebastián Piñera terminaba su primer mandato, entre 2010 y 2014, Laurence Golborne, su ministro estrella, aquel que lo ayudó a gestionar con éxito el mediático rescate de treinta y tres mineros que quedaron atrapados en las profundidades de la mina San José, en Copiapó, estaba en su mejor momento y era la carta mejor aspectada de la primaria presidencial de la derecha.

			Pero Golborne recibió dos misiles que lo sacaron de carrera. El primero fue un fallo en contra de la Corte Suprema por repactaciones unilaterales de las deudas de los clientes de Cencosud, una empresa de retail que llegó a la cima mientras Golborne era su gerente general. El segundo, un rumor que comenzó en redes sociales sobre sus intereses ocultos en paraísos fiscales.

			El rumor pronto se trasladó a comentarios de pasillos de políticos y a reportes de prensa. Golborne no había incluido en su declaración de intereses, cuando asumió como biministro de Energía y Minería de Piñera, la sociedad Sunford Managment Corp., una compañía listada en Islas Vírgenes Británicas. Solo pasaron horas para que sus apoyos en la derecha se esfumaran y terminara por bajar su precandidatura presidencial. Por esos mismos días, Piñera se refirió al asunto con una frase que repetiría muchas veces más, pero para justificarse a sí mismo: “Tener una inversión fuera de Chile es legal” y “la ley no exige que se conozcan los montos de los patrimonios en el extranjero”.

			El problema de Golborne más bien tenía que ver con la transparencia, al no haber declarado sus intereses en las Islas Vírgenes Británicas y no con tener inversiones en el extranjero, como dejó ver Piñera. Los paraísos fiscales, en realidad, no son ilegales, aunque se han utilizado de manera consistente para lavar activos, ocultar intereses y no pagar impuestos en los países de origen de los inversionistas transnacionales, entre otros. Un paraíso fiscal no es más que un territorio de baja o nula tributación y con opacidad en la entrega de información, como ha definido, por ejemplo, el Servicio de Impuestos Internos (SII) a las Islas Vírgenes Británicas, o el Fondo Monetario Internacional (FMI) a Luxemburgo.

			Para Piñera, tanto la isla caribeña como el país europeo, además de Panamá, han sido importantes en la arquitectura societaria familiar que ha levantado desde los años ochenta. La revelación periodística sobre sus inversiones en la pesquera peruana Exalmar, en 2016, mostró por primera vez que el exmandatario había ocultado que llevaba décadas comandando parte de los negocios de su grupo familiar desde paraísos fiscales. Piñera, al igual que Golborne, estaba en campaña presidencial para un segundo mandato cuando esto sucedió, enfrentando paralelamente un caso judicial por estos hechos. Pero, a diferencia de su exministro, la derecha cerró filas con él y lo mantuvo en una campaña que le dio la posibilidad de convertirse por segunda vez en presidente de Chile.

			* * *

			Antes de asumir su segundo mandato, en 2018, Piñera hizo un fideicomiso para la administración de parte de su patrimonio: unos 661 millones de dólares, pese a que Forbes valora su fortuna en 2900 millones de dólares (la otra parte corresponde a los dineros con los que alimentó las sociedades de sus hijos, en Inversiones Odisea, particularmente).

			Este tipo de fideicomiso ya lo había hecho cuando asumió en 2010 en su primer Gobierno, aunque en realidad ese fue un compromiso voluntario y a medias, pues nunca cumplió con la norma de la entonces Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) que lo obligaba a nombrar a un tercero que revisara periódicamente la gestión de su dinero que había encargado a corredoras de bolsa y bancos de inversión. La SVS, de hecho, tampoco podía fiscalizar dicho fideicomiso.

			Pero desde 2016 ya regía la Ley 20.880, pues en 2005, cuando se presentó por primera vez formalmente como candidato presidencial, sus extendidos intereses económicos comenzaron a ser tema. Ese año el presidente Ricardo Lagos presentó al Congreso un primer texto legal para normar los conflictos de interés y establecer las condiciones para realizar legalmente un fideicomiso ciego.

			Bien pudo llamarse “Ley Piñera”, ya que él y parte de su último gabinete, plagado de empresarios y ejecutivos, han sido los principales usuarios y fiscalizados por esta norma. De hecho, fueron ellos quienes la inauguraron en 2018, cuando asumieron el poder.

			Tres fueron las administradoras elegidas a las cuales el expresidente entregó parte de su patrimonio en su último mandato: BTG Pactual, Altis y Moneda Asset Management. Las tres, con lazos históricos de amistad con Piñera, entregaron los resultados de su gestión tras el 11 de marzo de 2022, cuando el expresidente dejó La Moneda. Los documentos son breves, fueron informados a la Comisión para el Mercado Financiero (CMF), y los autores tuvieron acceso a ellos.

			Altis —empresa del embajador de Piñera en Reino Unido y expresidente ejecutivo de Citibank, Thomas Müller— recibió 209,7 millones de dólares, unos 125.000 millones de pesos, al comienzo del mandato, y tenía como objetivo buscar inversiones de renta fija y variable, pero solo en el extranjero. Fue la gestora que obtuvo el mejor rendimiento de los fondos, con un retorno positivo de 27,7 %. Los documentos dan cuenta que las inversiones se entregaron a la gestora internacional Wellington Management, listada en Luxemburgo.

			Entre los fondos que maneja esta gestora, basada en el paraíso fiscal europeo, está Wellington Global Quality Growth Fund. Este vehículo de inversión, que recibió 69 millones de dólares de Piñera, tiene posiciones en empresas como Microsoft, con un 4,85 % de su cartera; Alpabeth, la matriz de Google (4,2 %); Amazon (3,2 %); Apple (2,1 %) y Anglo American (2,1 %).

			A Moneda, en tanto, la gestora encabezada por Pablo Echeverría y Fernando Tisné, ambos con estrechos vínculos con el exmandatario, ya sea por sus inversiones, casos empresariales o vida social, no le fue bien, pues perdió 8,5 %. Apostó, entre otras, por AntarChile, una compañía ligada a la familia Angelini, con acciones por más de 8000 millones de pesos; Quiñenco, la sociedad matriz del Grupo Luksic, con casi 8400 millones de pesos; y SQM, ligada a Julio Ponce Lerou, con más de 3000 millones de pesos en acciones. En CMPC, la papelera del Grupo Matte, en tanto, la compra de acciones para Piñera fue de 1600 millones de pesos.

			A BTG Chile, una gestora que ya se había quedado con su primer fideicomiso, el expresidente entregó 1191 millones de pesos repartidos entre acciones de Copec —ligada al Grupo Angelini— por 679 millones de pesos y dinero en “caja” por 512 millones de pesos. Hacia el final del fideicomiso, esos 1191 millones se redujeron a 938.

			BTG, al igual que Moneda, apostó el dinero de Piñera en, aparentemente, sandías caladas de Sanhattan. Así, repitió algunos de los nombres que ya aparecieron, como acciones de la Compañía Sud Americana de Vapores, empresa que pertenece a Quiñenco, del Grupo Luksic, y SQM, de Ponce Lerou. BTG, en los cuatro años de administración, perdió 12,4 %.

			En total la fortuna de Piñera, esos 661 millones de dólares que entregó al inicio de su mandato, se redujo en 0,36 %. Es decir, mantuvo su patrimonio en un período particularmente convulso para las inversiones nacionales e internacionales. Hoy, tras el fin del fideicomiso, cuenta con acciones de veintidós empresas chilenas de alta presencia bursátil, y una cantidad indeterminada de cuotas de fondos de inversión que ponen su dinero en distintas acciones extranjeras, pero desde Luxemburgo.

			Piñera siempre invocó los fideicomisos, de su primer y segundo Gobierno, para defenderse de sus conflictos de interés. Pero este libro no trata precisamente de eso; este libro busca abordar lo que quedó fuera de ellos, sus extendidas redes entre abogados, empresarios y ejecutivos que lo acompañaron en la arquitectura de sus sociedades offshore, y cómo ha logrado traspasar su fortuna personal a su familia, a través de un entramado legal y societario que va desde Sanhattan hasta las Islas Vírgenes Británicas.






			II
Las sociedades Piñera Morel

			Un crudo invierno y una ola de hambre se cernían sobre las calles y poblaciones del gris Santiago de 1984. La revista Cauce5, en una icónica portada, graficaba cómo un grupo de mujeres se reunían en torno a una olla común, mientras que el titular alertaba con que cinco millones de chilenos no tenían qué comer. El dictador Augusto Pinochet, en tanto, enfrentaba una seguidilla de protestas que combatiría, a fines de ese año, con un toque de queda en todo el país, represión y asesinato selectivo de líderes sociales y activistas políticos.

			A mediados de los ochenta, Chile era un país a punto de explotar, pero el trabajo de la Central Nacional de Inteligencia (CNI), la policía política de Pinochet, y la brutal represión con la que operó el régimen, aplacaron en parte a la oposición. Además, la segunda mitad de la década estuvo marcada por cambios económicos relevantes, tras la llegada de Hernán Büchi al Ministerio de Hacienda.

			Aquellos fueron los años que encaminaron definitivamente a Chile al neoliberalismo, luego de que se adoptaran una serie de medidas económicas de alto impacto. Entre ellas, destacó la privatización masiva de empresas estatales, la liberalización del mercado, un nuevo sistema privado de pensiones, una reforma laboral proempresa y los capítulos, o normas, del Banco Central que permitieron a multinacionales canjear las acreencias que tenían por acciones de empresas chilenas venidas a menos.

			Era, en el fondo, una terapia de shock que, Büchi confiaba, a la larga arreglaría las cuentas fiscales y permitiría a Chile salir de la crisis. Y en parte lo hizo, pero incubó grandes brechas sociales que marcarían por décadas al país.

			En esa época, Chile no era más que un infierno del que había que escapar. Algunos lo hicieron ocultándose en sus casas, fábricas u oficinas, cerrando los ojos y haciendo como si nada pasara; otros, saliendo del país, obligados o por su propia voluntad. Sebastián Piñera, un joven ejecutivo con un posgrado en Economía de Harvard, hizo un poco de ambas.

			A mediados de la década, Piñera aún no se imaginaba, probablemente, que sería senador, lideraría la nación dos veces, sería dueño del club de fútbol más popular del país, un canal de televisión abierta, la principal aerolínea, edificios y barrios enteros en diversas zonas de Santiago, un enorme parque de conservación al sur de Chiloé y que traería al país el negocio del crédito, a través de Visa y Mastercard. En 1984, antes que todas esas cosas sucedieran o se consolidaran, Piñera estaba en otra.

			Su mente, por esos años, estaba puesta en sus negocios privados, a través de Bancard y el naciente negocio que ofrecía la introducción del dinero plástico, las tarjetas de crédito; y los de Citicorp, el banco de inversión que gerenció casi todos los ochenta, tras salir con escándalo del Banco de Talca6. Las reformas que Büchi llevaba adelante le ofrecían una buena oportunidad para intermediar con la deuda externa del país, pues Citibank, la matriz de Citicorp —en joint venture con el Banco Santiago, entonces de Manuel Cruzat—, además era un acreedor neto de Chile y lideraba el grupo de prestamistas internacionales. Piñera, con el banco de inversión como brazo armado, operaba en medio de los acuerdos de capitalización de la deuda externa chilena.

			El libro tipo de negocios y el ambiente que se vivía en esos turbulentos años aparece retratado en el libro Piñera y los leones de Sanhattan, investigado y escrito por uno de los autores:

			La capitalización de la deuda externa impulsada por los capítulos del Banco Central, básicamente consistía en que se podían comprar los pagarés de la deuda chilena con un fuerte descuento, pues valían casi nada ante el riesgo de no ser pagados. Luego, esos pagarés podían ser transados en mercados secundarios de alto riesgo, lo que terminaba dejando la deuda de los países en manos de cientos de especuladores bursátiles. Ese tipo de operaciones proliferaron en Latinoamérica y el corredor que llevaba adelante el negocio se quedaba como ganancia con el diferencial que resultaba de la compra y venta del pagaré. Ahora, si se quedaba con el pagaré, podía capitalizarlo, es decir, cambiarlo por acciones de una empresa estatal chilena. Así se reducía la deuda, pero también la propiedad del Estado sobre empresas productivas. Los traders del Citicorp de Piñera, que tenían su centro de operaciones en el quinto piso de un moderno edificio ubicado en la calle Moneda 970, rápidamente identificaron el nuevo mercado y mutaron a ese negocio7.

			En eso estaba el futuro presidente de Chile mientras el país convulsionaba por todas partes ese frío y desolador invierno de 1984. Aunque, en realidad, también estaba con sus ojos en el extranjero, pues tempranamente vislumbró que los paraísos fiscales podían servirle para sus inversiones. En ese y otros sentidos, Piñera fue un visionario, pues mientras el país se caía a pedazos, él estaba sembrando una de las tantas semillas que repartió en Chile y el mundo y que luego germinarían como florecientes negocios para toda su familia.

			* * *

			La bomba pudo terminar con la vida del abogado Rodrigo Hinzpeter, pero fue interceptada en el momento previo a que explotara. Poco antes, las mismas personas que pretendían atacarlo habían instalado y hecho estallar otro artefacto en un cuartel policial, dejando heridos a ocho carabineros. Este último atentado puso en alerta a las policías y, mientras Hinzpeter almorzaba fuera de su oficina, pudieron dar con el paquete explosivo y neutralizarlo.

			Hinzpeter era un blanco anarquista desde hacía años, por su fallido rol en el Caso Bombas, una intriga judicial que buscó encarcelar a una serie de okupas acusados de poner artefactos explosivos en diversas partes de Santiago. Para el lunes 25 de julio de 2019, la venganza de algunos de esos anarquistas se hacía carne contra el exministro del Interior y Defensa de Sebastián Piñera, exministro que se salvó por poco.

			Eran, sin duda, días intensos. Un ambiente caldeado se respiraba por las calles de la capital chilena, alimentado por un alza de precios en los servicios básicos y autoridades políticas desconectadas de la realidad social. La seguidilla de bombas habían sido el preludio, si se quiere, de un evento mucho mayor, de características telúricas, un verdadero matagobiernos: el estallido social del 18 de octubre de 2019, la revuelta que tuvo a Piñera y su segundo Gobierno a un centímetro de perderlo todo.

			Chile, como se ve, había vuelto a ser un infierno del que muchos querían escapar. Esta vez, sin embargo, Piñera no podía estar en otra. Era el jefe de Gobierno y todos apuntaban a él. Se convirtió en el símbolo de la mayor crisis social del país en treinta años y su carrera política bien pudo terminar en esos días. A nadie le hubiese extrañado que dejara el poder anticipadamente. Pero ser obstinado, para bien o para mal, es una de sus características, por lo que continuó haciendo casi lo mismo que hacía antes del estallido, aunque ahora agregaba palabras y medidas dramáticas: una declaración de guerra a los causantes de las protestas y la solicitud de ayuda al Ejército para reprimir en las calles.

			Entre bombas a uno de sus exministros y masivas protestas contra su gestión presidencial. En eso estaba Piñera a mediados de 2019. En eso, y en otra cosa más.

			En pleno Gobierno, y en medio del infierno que eran las calles de Santiago, Piñera hizo una movida societaria offshore que probablemente debió haber hecho mucho antes, cuando aún no se dedicaba a la política. Pero por alguna razón se había quedado inmóvil hasta el 28 de julio de 2019, cuando ingresó al Registro Público de Panamá una solicitud para suspender la actividad comercial de Chine Investments S.A. El 19 de agosto del mismo año hizo lo propio con International Card Systems Inc. Ambas solicitudes se concretaron en marzo y julio de 2020, respectivamente.

			La historia de ambas sociedades es poco conocida, pero, probablemente, son el puntapié inicial de la ofensiva de Piñera a nivel internacional, a través de paraísos tributarios. No se sabe muy bien qué activos colgaban de estas sociedades, pues el expresidente nunca lo reveló ni lo informó en sus declaraciones de patrimonio e intereses, pese a que hasta la Unión Demócrata Independiente (UDI), un partido de derecha conservadora de su conglomerado, se lo solicitó8. Pero sí se conoce —gracias a que Panamá tiene estos datos abiertos y plataformas investigativas como OpenCorporate y PanaData que permiten rastrearlos— que iniciaron su actividad a mediados de los ochenta, cuando el país se caía a pedazos por la otra gran crisis social que enfrentó en la dictadura.

			Chine Investments S.A. fue la primera en constituirse en Panamá, el 20 de julio de 1984, mientras Piñera intermediaba junto a su grupo de ejecutivos, también conocidos como los Cityboys o Piñeraboys, la deuda externa chilena. En ella, como ha sido costumbre en los negocios del ahora exmandatario, estuvieron como directores, principalmente, sus amigos cercanos y familiares.

			Hasta antes de ser suspendida en 2020, su esposa, Cecilia Morel, aún fungía como directora y secretaria, cargos a los que accedió en 1984. Ese mismo año también fue nombrado Pablo Polo Piñera, el hermano concertacionista de Sebastián, como director y tesorero, responsabilidad que mantuvo hasta la suspensión de la sociedad. Piñera, como se podría suponer, tomó los cargos de director y presidente en el mismo período. Es decir, recién cesó de su responsabilidad en esta compañía offshore en 2020, mientras era presidente en ejercicio.

			International Card Systems Inc., en tanto, fue inscrita en Panamá el 10 de abril de 1985. Piñera, hasta su suspensión en 2020, aún figuraba con los cargos que asumió treinta y cinco años antes, cuando la creó: director y secretario. Compartieron mesa con él su amigo y antiguo socio Ignacio Guerrero, con quien fundó (junto a José Cox) la sociedad de inversiones CMB en los ochenta, y Juan Diego del Río, quien fue presidente del directorio.

			International Card Systems y Chine Investments fueron inscritas en Panamá por el estudio de abogados Icaza, González-Ruiz & Alemán, un bufete que tiene vida desde 1920 y que entre sus fundadores tiene a quienes desarrollaron el sistema tributario panameño. Icaza, González-Ruiz & Alemán renunciaría en 2021 a la representación de estas compañías, mientras que una tercera sociedad de Piñera en Panamá, Parque Chiloé Overseas Inc., dejaría dicho país en 20189.

			Hasta hace poco, el bufete promovía en su sitio web a Panamá como “un centro financiero internacional”, en el cual sus sociedades “están exentas del pago de impuestos sobre capital”.

			Quizás esto último, y no otra, fue la razón principal para que Piñera decidiera muy temprano migrar parcialmente sus inversiones a jurisdicciones con esas características. En todo caso, en la década siguiente, en Chile, también tendría la oportunidad de ensayar algunas operaciones que lo mantendrían alejado del cobro de impuestos, pero además, le reportarían la posibilidad de ir traspasando lentamente su fortuna, local y offshore, a sus hijos y nietos.

			* * *

			Sebastián Piñera Echenique estaba enfadado, discutía en el Senado y hablaba, de acuerdo a los presentes, de más. Era una mañana brumosa y fría, como casi todas las mañanas de Valparaíso, y en la Cámara Alta se votaba un proyecto de ley que parecía algo administrativo, menor, pero relevante para las aspiraciones de miles de trabajadores, pues se pretendía corregir una anomalía laboral que había dejado como herencia la dictadura en el sector de la salud. Y Piñera, que para ese viernes 21 de diciembre de 1994 ya contaba con cuatro años en la espalda como senador, no paraba de hablar y comparar los atributos de una empresa común y corriente, en relación al reclutamiento de personal, versus las del Estado.

			¿De qué hablaba específicamente con tanto fervor? Sobre las contrataciones que debía hacer por esos días el Ministerio de Salud (Minsal) y que, defendía, debían seguir la lógica del sector privado:

			Uno de los instrumentos más importantes de una empresa de servicios de salud es precisamente su política de personal.

			Frente a él, decenas de otros senadores de una floreciente Concertación le bajaban el pulgar y lo llamaban a no dilatar ni discutir un tema que ya se había zanjado oportunamente en la comisión respectiva. Era hora de formalizar a trabajadores que estaban precarizados, no de continuar con una política laboral de flexibilidad que incubaría nuevas brechas sociales.

			Pero el entonces parlamentario, como ha sido su característica desde los tiempos del Banco de Talca y Citicorp, no se amilanó y continuó como si nadie hubiese dicho nada. Esa fría mañana de miércoles, Piñera pronunció, de acuerdo al Diario de Sesiones del Senado, exactamente 1411 palabras en un debate legislativo que estuvo presidido por el primer presidente del Senado tras el retorno de la democracia, Gabriel Valdés, y que se extendió desde las 10:47 hasta las 14:3510.

			Esa discusión, al igual que muchas otras en el Congreso, le reportó una dura derrota. Los 4250 nuevos cargos de los servicios de salud que estaban a contrata desde la dictadura, pasaron a plazo indefinido y Piñera, siendo de oposición y pese a que estaba en contra, fue uno de los pocos senadores que se abstuvo. La profundidad de la discusión tenía que ver más con un diseño de Estado que cada bloque quería imponer: uno flexible, de libre mercado, como quería Piñera; u otro de reconocimiento de derechos, con un Estado protector. Fue una derrota ideológica, pero Piñera ya tendría dos futuros Gobiernos para implementar su particular forma de ver la economía y la política.

			Como sea, ese día fue largo y pasaron varias cosas más que incidirían fuertemente en su futuro y en el de todo su clan familiar. Tanto así, que lo que ocurrió por la mañana en el Congreso rápidamente pasaría a segundo plano, pues en la tarde de ese miércoles en Santiago, a 120 kilómetros del Congreso, se estaban cocinando acuerdos muchos más relevantes para los Piñera; acuerdos que sentarían las bases de toda la estructura societaria de la familia. Ese día, Piñera y una serie de personas clave en su entramado empresarial harían partícipes de su fortuna a sus hijos. Todos ellos, por cierto, menores de edad a esa fecha y sin ningún tipo de justificación de ingresos que les permitiera convertirse, de un día para otro, en millonarios socios del senador.

			* * *

			No se sabe muy bien cómo ocurrió, pero lo cierto es que la rúbrica de Sebastián Piñera aparece en dos partes el mismo día, separadas por más de cien kilómetros de distancia. Primero, en el Congreso, en Valparaíso, debatiendo y alegando contra el proyecto en materia de salud de la Concertación; luego, en el centro de Santiago, lugar donde atendió asuntos personales, de esos que cambian la historia de una familia.

			Como en tantas otras ocasiones, Piñera estuvo durante la tarde del 21 de diciembre de 1994 en sus oficinas de calle Agustinas 1291, casi en la esquina de Teatinos. Ahí quedaba su antiguo despacho, ochentero, el que ocupaba en sus años como gerente y dueño de tarjetas de crédito y negocios inmobiliarios; aquellos que le sirvieron para generar una pequeña fortuna inicial que luego multiplicaría en la bolsa, de la mano de la compra de acciones de empresas como LAN Airlines (hoy Latam), las chispas de José Yuraszeck o las sociedades cascadas que creó el exyerno de Pinochet, Julio Ponce Lerou, para controlar la gigantesca empresa minera no metálica que se adjudicó en el proceso de privatización que llevó adelante la dictadura11.

			La oficina de Agustinas fue importante en su período inicial como empresario, pues desde ahí realizaba silenciosamente sus negocios y apuestas en bolsa, mientras que en lo público se preocupaba por mostrarse como un senador dedicado a la política, ya con aspiraciones presidenciales. Se trataba, en el fondo, de un Piñera en su estado más puro, el que todos han conocido como un malabarista que trata, infructuosamente, de equilibrar dos sombreros al mismo tiempo: uno para hacer negocios y otro para la política.

			En la calle Agustinas, en el piso 5, a solo unas cuadras de La Moneda, Piñera acudió a una junta extraordinaria de accionistas de una de sus empresas. Se trataba de Inversiones Santa Cecilia, una sociedad que, como se verá más adelante, es esencial para comprender cómo sus cuatro hijos —dos hombres y dos mujeres— se hicieron con gran parte del imperio económico que formó el padre.

			Las personas clave que estuvieron ese día y que lo acompañan hasta ahora, ya sea en ambos pasos por La Moneda o en la estructuración de sus negocios locales y offshore, fueron Ana María Délano, hermana de su mejor amigo y protagonista de uno de los mayores escándalos político-empresariales de las últimas décadas, el Caso Penta, Carlos Alberto “Choclo” Délano, y Fernando Barros Tocornal, socio de Barros & Errázuriz, exabogado de Augusto Pinochet y figura central de la internacionalización en paraísos fiscales de las sociedades de la familia Piñera Morel. Délano presidió la junta, mientras que Barros fungió como secretario.

			La junta de accionistas era extraordinaria, pues los asuntos que ahí se zanjaron también lo fueron. Sebastián Piñera, luego de su largo debate parlamentario, acudió al lugar en calidad de accionista de Inversiones Santa Cecilia, sociedad que estaba a punto de absorber vía fusión a tres firmas relacionadas: Inversiones Libardón, Inmobiliaria Huechuraba e Inversiones y Asesorías Santa Magdalena. No fue más que la consolidación de cuatro empresas en una sola y la razón para ello, la cual aparece en el acta que aquella tarde firmó, tenía que ver con “la conveniencia de disminuir costos operacionales y administrativos de las actividades de inversión que desarrolla la sociedad”.

			Varias fuentes del mercado de valores y abogados consultados por los autores para esta investigación, coinciden en que efectivamente una fusión por absorción como aquella tiene por fin hacer más eficiente la estructura societaria del grupo. Sobre todo cuando las sociedades pertenecen a los mismos dueños, o casi.

			Por ejemplo, antes de la fusión, en Inversiones Santa Cecilia estaban Libardón (99,99 %) y Gustavo Valdés (0,01 %), esposo de Magdalena Piñera Echenique, hermana del entonces senador y personaje omnipresente en toda la estructuración societaria de los Piñera Morel. De Libardón, los dueños eran Inversiones y Asesorías Santa Magdalena (99 %) y Valdés (1 %), mientras que de Inmobiliaria Huechuraba, Sebastián Piñera tenía el 98,999 % y su hermana el 1,001 %.

			Solo en Inversiones y Asesorías Santa Magdalena la situación era distinta. Los dueños de dicha sociedad eran un pequeño grupo de cuatro accionistas que no podían acudir a este tipo de instancias porque eran niños, menores de edad, por lo que fueron representados por su padre, Sebastián Piñera Echenique. Una década más tarde Piñera recién consolidaría gran parte de su fortuna en Inversiones Odisea, rama societaria que quedaría, a la larga, en manos de sus hijos y nietos, pero que fue alimentada constantemente con capital aportado por el padre a nombre de sus hijos y tuvo su primer hito aquel miércoles de 1994.

			La inclusión de los hijos de Piñera en sus sociedades en los años noventa fue dada a conocer por primera vez en 2016, en un artículo de BioBioChile, publicado por uno de los autores de este libro12. Dicho reporte dio cuenta de que en 1997, Cristóbal Piñera Morel, con apenas doce años, y su hermano Sebastián, de catorce, ambos sin experiencia laboral para hacerse de recursos propios, ya eran socios del entonces senador. Lo mismo que las mayores: Cecilia, estudiante de Medicina de veintiún años, y Magdalena, que tenía dieciocho13.

			Pero, en realidad, la historia que involucra a esos niños en los negocios había partido cuatro años antes, aquella tarde en las oficinas de Agustinas, y fue un segundo artículo, esta vez publicado por El Desconcierto —dirigido por uno de los autores y escrito por los periodistas Héctor Cárcamo y Enrique Elgueta14—, el que fijó finalmente que, al menos, los hijos del expresidente de Chile habían entrado a sus sociedades desde los diez años, la edad que tenía entonces Cristóbal, el menor de los Piñera Morel.

			Por todo eso, ese miércoles de diciembre, cuatro días antes de la Navidad de 1994, es fundamental en la vida familiar y societaria del exmandatario. Ese día se gestó el hito clave dentro de los casi treinta años de ingeniería contable y tributaria que le permitirían a Piñera ceder en vida gran parte de su riqueza, aprovechando normas laxas y fiscalizaciones tardías por parte de organismos reguladores. Esta operación les permitiría a sus hijos entrar a una estructura de empresas que, en la actualidad, los ha dejado como dueños de la mayor parte de una de las fortunas más grandes del planeta; miles de millones de dólares que no estuvieron sujetos a ningún tipo de fiscalización, resguardos ni obligación legal frente a conflictos de interés.

			* * *

			Las historias societarias de cambios de dueños, compra y venta de acciones y juntas de accionistas, suelen ser aburridas y enredadas. Pero el papeleo que ello implica, la firma ante notario y la protocolización de los documentos, esconde mucho más que polvo. Es, casi siempre, una historia de poder, que oculta movidas que bien pueden, con el tiempo, formar parte de la historia de un país, para bien o para mal.

			La historia de Santa Magdalena, la sociedad de los hijos del matrimonio Piñera Morel que fue absorbida por Inversiones Santa Cecilia en 1994, es, de alguna manera, un poco de eso.

			Santa Magdalena no nació, precisamente, bajo el paraguas de los hijos del expresidente. Es más bien una sociedad antigua, de la prehistoria del entramado empresarial del grupo familiar. En marzo de 1987, cuando Cristóbal, el menor, tenía apenas dos o tres años, la empresa fue constituida por su tía Magdalena Piñera y el marido de esta, Gustavo Valdés, y en 1994, antes de ser absorbida por Santa Cecilia, contaba con un capital social de apenas 10,7 millones de pesos.

			El directorio de esta sociedad en su etapa prehistórica estaba compuesto por la pareja Valdés Piñera, además de Juan Pablo Piñera Echenique, el hermano del expresidente que también fue director de sus compañías offshore en Panamá. En septiembre de ese mismo año, ese directorio nombró a Sebastián Piñera como su gerente general, con amplísimas facultades.

			Es decir, para que hiciera lo que quisiera con ella. Y lo hizo.

			En su etapa inicial Piñera tenía una fijación con las inversiones inmobiliarias. Ganó y perdió millones en esas apuestas. Algunas de ellas, incluso, casi lo llevaron a la quiebra y tuvo que pedir ayuda a viejos amigos para reinventarse en los negocios. Pero a fines de los ochenta, cuando ocupó a Santa Magdalena como vehículo de inversión para levantar el edificio Las Américas en el centro de Santiago, tuvo éxito.

			El libro Crónica secreta de la economía chilena, del periodista Carlos Tromben15, se detiene en esta travesía empresarial y se refiere al resto de los accionistas que se sumaron a ella: el triunvirato Penta, de Carlos Eugenio Lavín, Carlos Choclo Délano y el fallecido Hugo Bravo. Como accionista fugaz, Piñera llevó a Ladeco a invertir en este proyecto inmobiliario, antes de salirse de la propiedad de la aerolínea; y también a Bancard S.A., la administradora de tarjetas que había armado en los ochenta.

			El edificio Las Américas, levantado por el arquitecto Cristián Boza, fue una apuesta que le trajo réditos y que aún se puede apreciar imponente en el centro de la ciudad, en calle Miraflores 222, aunque no llegó a ser el edificio más alto del país como soñaban sus inversionistas. Para 1994, en todo caso, dicho edificio no era el activo más importante de Santa Magdalena. En cambio, Inversiones Libardón, que a esa fecha colgaba de su propiedad, era todo un manjar a punto de ser consumido.

			En su libro Empresarios zombis16, los periodistas Juan Andrés Guzmán y Jorge Rojas revelan cómo entre la década de los ochenta y comienzos de los dos mil, los más poderosos grupos económicos del país declaraban regularmente ante el Servicio de Impuestos Internos (SII) millonarias pérdidas en varias de sus empresas. Pero los números rojos no eran pérdidas reales, sino, como se explica en ese libro, el resultado de una estrategia que consistía en comprar empresas zombis, esto es, firmas quebradas que no tenían ni empleados, ni cartera de clientes, ni know how. Empresas que solo servían para hacer desaparecer utilidades y no pagar impuestos.

			Piñera era parte del selecto grupo de empresarios que aplicaba ese esquema para obtener artificiosamente beneficios tributarios.

			Libardón tenía como activo a otra sociedad denominada Los Lirios, una empresa semimuerta o zombi, que Piñera había comprado, en parte, al Grupo Cruzat, y que arrastraba millonarias pérdidas tributarias. En 1992, dos años antes de la fusión por absorción, Piñera compró la otra parte de Los Lirios a sus históricos amigos y ex socios: las familias Cueto —excontroladores de LAN— y Martínez —exdueños de casinos Enjoy—, quienes en su momento también habían adquirido ese cascarón societario sin nada útil más que las pérdidas tributarias, a Cruzat.

			Así estaba constituida Santa Magdalena, la empresa que en 1994 ya era de sus hijos: con Libardón como principal activo, y esta, con una sociedad zombi rica en pérdidas para pagar menos impuestos, entre sus propiedades. Y así llegó también a ser absorbida por Santa Cecilia a mediados de los noventa.

			Un informe pericial hecho por la firma de consultores de Iván Lefort Hernández, un viejo asesor de Piñera, da cuenta de que, tras la fusión por absorción, el 100 % de la nueva Inversiones Santa Cecilia quedaba dividido de la siguiente manera: 5,65 % para sus antiguos accionistas; 18,72 %, para los accionistas de Inversiones Libardón (Inversiones y Asesorías Santa Magdalena); 6,65 %, directamente para Inversiones y Asesorías Santa Magdalena (de los cuatro hijos); y 68,98 %, para la Inmobiliaria Huechuraba, controlada por Sebastián Piñera Echenique.

			Santa Cecilia, antes de la operación, tenía 500 millones de pesos de capital, pero tras la fusión por absorción de Libardón, Huechuraba y Santa Magdalena aumentó a 13.810 millones de pesos debido, principalmente, a la inyección de cuantiosos recursos que traían estas tres sociedades. Y, gracias a esta compleja y entramada operación, los cuatro hijos del expresidente, que a esa fecha tenían diecinueve, dieciséis, doce y diez años, y quizás sin entender nada de lo que ocurría en las oficinas de Agustinas ni las implicancias a futuro, quedaron con un porcentaje relevante de la propiedad de Inversiones Santa Cecilia, uno de los principales vehículos de inversión del clan familiar.

			* * *

			Las juntas de accionistas y enjuagues societarios de la familia Piñera Morel continuaron realizándose durante toda la década de los noventa. Entremedio aparecían y desaparecían las familias Cueto y Martínez, entrando y saliendo de las sociedades de Piñera. Además, las tres familias adquirían diversos cadáveres empresariales que había dejado Manuel Cruzat y les servían para aplicar el esquema de empresas zombis que a su vez les sirvió por años para, en el juego de pago de tributos, siempre ganarle a la casa.

			De hecho, unos días antes de la fusión por absorción que realizó Santa Cecilia, Piñera ya había reordenado parte de sus sociedades, las cuales arrastraban gran parte del patrimonio que había generado en los ochenta, pero que también traían a los Cueto y Martínez como socios. Inversiones Bancard S. A. —una exzombi llamada Administraciones El Bosque— absorbió el 13 de diciembre de 1994 a Inmobiliaria Valle Escondido, Asesorías e Inversiones Santiago S. A. y a Bancard S. A. Esta última es el nombre de fantasía de Sociedad Administradora de Tarjetas Bancard S. A., que Piñera creó en los ochenta con el democratacristiano Carlos Massad y Eugenio Mandiola, el gerente de la firma, para traer las tarjetas de crédito Mastercard y Visa al país.

			Al momento de la junta de accionistas, Bancard S. A. era controlada por Inmobiliaria Huechuraba, propiedad de Piñera, pero también estaban Cueto y Martínez como minoritarios, siendo la sociedad de estos últimos representada por Carlos Mackenney —quien sería subsecretario en los Gobiernos de Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Ricardo Lagos y presidiría el Consejo de Defensa del Estado (CDE) desde 2005 a 2011—. En tanto, Asesorías e Inversiones Santiago, ya transformada en S. A., tenía la misma mezcla de socios.

			Pero había una tercera sociedad: Inmobiliaria Valle Escondido, que figuraba en ese momento en manos de Bancard S. A. e Inversiones y Servicios Los Andes Limitada, heredera de la zombi Los Lirios, con los mismos socios cruzados y donde estaba también la citada Santa Magdalena. Para la fusión se contrató al mismo Iván Lefort, consultor que estimó que Piñera era el mayoritario, con 77 %; los Martínez, con menos del 10 %; y el saldo, para los Cueto. El capital en esa operación saltó de 494 millones de pesos a 5671 millones.
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